El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / APLICA SI EN EL PROCESO ORDINARIO SE FORMULÓ PETICIÓN SIMILAR A LO QUE AHORA SE PRETENDE EN LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones.
Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez; (…)”
… en este caso, no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, para la fecha en que se promovió el amparo, se encuentra pendiente de resolución la solicitud que formuló la actora relacionada con la oposición que formuló a que se diera trámite al supuesto recurso de reposición interpuesto y se entregara el título judicial depositado…
En estas condiciones el amparo constitucional solicitado resulta prematuro, pues si dentro del proceso en que encuentra la actora lesionados sus derechos, se presentó similar petición a la que ahora se promueve por esta vía, lo correcto es aguardar a que en esa instancia ordinaria se decida sobre esa cuestión y no acudir simultáneamente a este medio subsidiario.
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Acta N° 010 de 21-01-2019

Expediente: 66001-22-13-000-2018-01184-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela de la  referencia, instaurada por la señora Consuelo Castaño Castaño contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados las sociedades Grupo de Energía de Bogotá SA, Interconexión Eléctrica SA y Transgas de Occidente SA y el señor Juan Carlos Vergara Trujillo.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La Empresa de Energía de Bogotá, hoy Grupo de Energía de Bogotá, formuló demanda de imposición de servidumbre legal de energía eléctrica sobre el predio denominado Vaticano ubicado en zona rural del municipio de Santa Rosa de Cabal, que es de su propiedad.

1.2 Mediante sentencia del 4 de mayo de 2015 el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal accedió a las pretensiones de la demanda y ordenó el pago de $736.940.808 en su favor, por concepto de daños y perjuicios, suma que debía pagársele en un término de diez días, contado a partir de la ejecutoria de ese fallo.

1.3 Por medio de sentencia del 15 de diciembre de 2017 esta Sala confirmó aquella providencia y condenó en costas a la parte demandante.

1.4 Teniendo en cuenta que la Empresa de Energía de Bogotá no realizó el pago dentro del término otorgado, el 26 de enero de 2018 se promovió proceso ejecutivo para el cobro del capital, de los intereses moratorios y de las costas procesales correspondientes. Con ocasión a lo anterior esa entidad procedió a consignar en la cuenta de depósitos judiciales la suma de $1.060.730.382, “pago parcial para cancelar los $736.940.808 de la condena en el proceso de servidumbre que se encontraba en firme y el saldo de $288.034.356 (después de descontar los $35.755.218 que habían consignado con la presentación de la demanda y pagados a la interesada) para abonar a los intereses de que trata el artículo 31 de la Ley 56 de 1981”.

1.5 Luego de varias peticiones dilatorias por parte de esa Empresa, esta solicitó al juzgado accionado “no se pagara ni siquiera el valor por ellos anunciado en la demanda”, a lo cual no se accedió y “se entregó esa parcial suma”.

1.6 Con posterioridad se elevaron peticiones a efecto de que se entregara el título judicial, mas estas fueron negadas con sustento en que se encontraba pendiente de resolución el recurso de apelación presentado por la Empresa de Energía que alegaba la falta de jurisdicción para adelantar el proceso ejecutivo. 

1.7 Debido a lo anterior se propuso acción de tutela la cual fue declarada impróspera en razón a que el criterio relativo a que se debía aguardar a que se desatara aquella instancia para después de lo cual procederse a la entrega del dinero, se encontraba razonable, máxime cuando ni siquiera se ponía en duda el saldo del capital consignado. Esta decisión contó con un salvamento de voto.

1.8 En providencia del 29 de noviembre de 2018 esta Sala resolvió aquel recurso de apelación y decidió modificar algunos de los intereses y confirmar la negativa de la nulidad por falta de jurisdicción.

1.9 Por auto del 3 de diciembre siguiente el juzgado accionado se estuvo a lo resuelto por este Tribunal y ordenó la entrega del título de depósito judicial “hasta la concurrencia del crédito deduciendo una suma a favor de un cesionario de esa acreencia”. 

1.10 Este último proveído quedó ejecutoriado el 7 del citado mes y el día hábil siguiente ella compareció al despacho para obtener la entrega de la indemnización, a la cual tiene derecho pero a la que no ha podido acceder debido al actuar de la Empresa de Energía. Sin embargo, en el juzgado demandado le informaron que esa entidad había formulado otra petición y que se debía esperar a que se resolviera. Luego le indicaron que como se había formulado un recurso de reposición era necesario correr el traslado respectivo “inicialmente por secretaría y luego ante la Juez”. Empero al revisar ese supuesto medio de impugnación, “nada se dice acerca de esa situación”, pues se trata de una solicitud tendiente a que no se haga entrega del título porque la Fiscalía General de la Nación fijó fecha para una audiencia y la misma Empresa de Energía le solicitó a ese ente comunicar al despacho sobre tal programación y a ello se procedió.

1.11 Considera que todo aquello es una dilación injustificada que no solo afecta sus intereses sino que pone en entredicho el cumplimiento de las decisiones judiciales ya que además de que aquella solicitud no constituye recurso alguno, si el argumento que se había expuesto para negar la entrega de dinero era que se debía aguardar a que esta Sala resolviera lo relativo a la falta de jurisdicción, a esto ya se procedió, cuestiona entonces “de dónde… se hace surgir una nueva negativa”. Además si en lo sucesivo la Empresa de Energía presenta otras solicitudes y el juzgado, injustificadamente, las acomoda a algún medio de impugnación, nunca se materializará el derecho que le fue reconocido.    

2. Considera lesionados sus derechos al debido proceso, a la tutela efectiva y al acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita se ordene a la funcionaria accionada hacer entrega inmediata del título de depósito judicial, ordenada desde el 3 de diciembre último.   

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 12 de diciembre pasado se admitió la acción y se ordenó vincular a las sociedades Grupo Energía de Bogotá SA, Interconexión Eléctrica SA y Transgas de Occidente SA y al señor Juan Carlos Vergara Trujillo. 

2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El señor Juan Carlos Vergara Trujillo intervino para coadyuvar la demanda constitucional y agregó que con base en los hechos allí narrados él también había formulado otra acción de igual índole. 

2.2 El representante legal judicial de Interconexión Eléctrica SA alegó “la importancia de mantener incólume” el derecho real de servidumbre del cual es titular esa sociedad.

2.3 El representante legal para asuntos judiciales y administrativos del Grupo de Energía de Bogotá se opuso a las súplicas de la demanda en razón a que: a) la pretensión de la accionante es netamente económica; b) esa sociedad no ha incurrido en maniobras dilatorias; c) no se tiene injerencia en las decisiones del juzgado accionado y aunque el 31 de enero pasado puso a disposición de este despacho la suma por concepto de indemnización, esta no ha sido entregada debido a diferentes razones legales. Motivo por la cual ese Grupo de Energía carece de legitimación en la causa por pasiva; d) el actuar de la demandante es temerario pues ya había acudido a la acción de tutela para plantear los hechos y pretensiones que ahora alega. Dicho trámite se encuentra pendiente de desatar la segunda instancia ante la Corte Suprema de Justicia; e) esa sociedad formuló denuncia penal frente a los peritos que actuaron en el proceso de servidumbre, quienes presentaron dictámenes con sustento en “avalúos prevaricadores y falsos ideológicamente”. En ese proceso se programó el 19 de diciembre de 2018 como fecha para llevar a cabo audiencia en la que se solicitaría adoptar medidas preventivas frente a los efectos del delito en que presuntamente incurrieron aquellos y que afecta los recursos públicos. Razón por la cual la decisión que adopte el juzgado penal tendrá evidentes consecuencias sobre el depósito judicial y f) la acción de tutela es improcedente al no evidenciarse lesión de derechos fundamentales. 

Posteriormente el apoderado general de esa entidad manifestó que la audiencia programada para el 19 de diciembre pasado tuvo que ser aplazada a solicitud de la señora Consuelo Castaño Castaño. Además, que se adelantarán las gestiones necesarias para que esa diligencia se realice en el menor tiempo posible.  

2.4 La titular del juzgado accionado informó que: a) no se ha hecho entrega del título judicial ya que el auto que ordenó proceder a ello, no ha quedado ejecutoriado; b) a la petición que se encuentra pendiente de resolver, se le dio el trámite de recurso de reposición, de conformidad con el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso, pues además de que se formuló dentro del término de ejecutoria de aquella providencia, allí se pidió se negara la entrega de dinero y se motivó tal solicitud; c) se ha procurado por dar celeridad al trámite y d) en las decisiones adoptadas en sede de tutela no se ha proferido orden alguna relativa a ese dinero, a esto tampoco ha procedido la Fiscalía General de la Nación. 

3. Los demás vinculados guardaron silencio.

4. Posteriormente pasaron las diligencias a este despacho, en cumplimiento de lo acordado por esta Corporación en Acta No. 001 del 18 de enero de 2018, producto de la licencia concedida a la doctora Claudia María Arcila Ríos, por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia. (fl. 126).

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala decidir si procede la tutela en este caso para ordenar al juzgado demandado dejar a disposición de la accionante el título de depósito judicial que por concepto de indemnización se consignó dentro del proceso de servidumbre eléctrica promovido en su contra.

3. Antes de comenzar con el desarrollo de los anteriores problemas jurídicos, la Sala debe verificar si en este caso se produjo el fenómeno de la temeridad, de acuerdo con lo informado por el Grupo de Energía de Bogotá SA.

3.1 A la actuación se incorporó copia del fallo de tutela proferido por esta Sala, el 20 de noviembre de 2018, dentro de la acción de tutela formulada por la señora Consuelo Castaño Castaño contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, por medio de la cual se negó el amparo invocado con sustento en que la decisión de negar la entrega del depósito judicial, constituido en el proceso de servidumbre adelantado contra aquella, es razonable porque “si bien es cierto que, en un proceso de imposición legal de servidumbre el juzgado debe entregar al demandado, una vez sea consignado, el dinero derivado de la indemnización (…) y que en un ejecutivo, aun cuando se esté tramitando una apelación contra la liquidación del crédito, podría procederse a la entrega de las sumas que no sean objeto de controversia (…), también lo es que la cobranza de esa suma de dinero, en este concreto asunto, se da en virtud del proceso coactivo, en el que hoy está en vilo la jurisdicción ante la cual debe continuarse”. Por tanto la decisión reprochada no luce antojadiza, todo lo contrario se considera acertada para prevenir “los traumatismos derivados de la eventual declaratoria de falta de jurisdicción que se discute.”

3.2 Al confrontar esta acción de amparo de amparo con la que es objeto de análisis, se deduce que si bien en ambas se presenta similitud de partes, hechos y pretensiones, las circunstancias que se ventilan en cada caso son diferentes. En efecto en la primera tutela se puso en conocimiento la inconformidad con la decisión del juzgado accionado de abstenerse de entregar porque, para ese momento, se encontraba pendiente la resolución del recurso de apelación formulado contra el auto que negó la solicitud de nulidad del proceso ejecutivo, iniciado a continuación de la servidumbre, por falta de jurisdicción. Mientras que ahora lo que alega la accionante es que a pesar de que ya se resolvió ese medio de impugnación, de forma favorable a sus intereses, la funcionaria se abstiene de hacer la mencionada entrega porque se interpuso un supuesto recurso de reposición. 

3.3 En estas condiciones, como son diferentes las actuaciones judiciales que se reprochan, es procedente entrar a analizar la cuestión de fondo.

4. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

5. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 24 de agosto de 2018 el apoderado de la señora Consuelo Castaño Castaño solicitó la entrega inmediata del título judicial depositado a su favor, dentro del proceso de servidumbre promovido en su contra
. 

5.2 Por auto del 28 del citado mes, la funcionaria accionada resolvió no acceder a esa petición, con sustento en que para esa fecha el proceso se encontraba ante este Tribunal a la espera de desatar el recurso de apelación propuesto contra el auto que, entre otras cosas, rechazó de plano la nulidad por falta de jurisdicción
. 

5.3 Contra la anterior decisión la accionante interpuso recurso de reposición
.

5.4 Mediante proveído del 4 de octubre de 2018, la juez accionada decidió no reponerla
.

5.5 En auto del 29 de noviembre siguiente esta Sala, entre otras decisiones, resolvió confirmar aquella que rechazó la petición de nulidad por falta de jurisdicción
.

5.6 Por medio de auto del 3 de diciembre pasado el juzgado demandado aceptó la cesión parcial del crédito realizado por la accionante a favor del señor Juan Carlos Vergara Trujillo, se estuvo a lo resuelto por este Tribunal y ordenó entregar a aquella el dinero consignado por el Grupo Energía de Pereira
.

5.7 En esa misma fecha el apoderado de la actora pidió, con sustento en el proveído proferido por esta Sala el 29 de noviembre anterior, cuya expedición condicionaba la entrega de las sumas consignadas, proceder a esto último
.

5.8 El 5 de diciembre último la apoderada del Grupo Energía de Bogotá pidió al juzgado accionado abstenerse de entregar el título judicial. Para ese fin alegó que esa sociedad había instaurado denuncia penal en contra de los peritos que actuaron en el proceso de servidumbre, allí se programó audiencia preliminar ante juez de garantías para el 19 siguiente, a efecto de solicitar medidas de protección al patrimonio de la víctima
.

5.9 El 11 de diciembre último la Secretaría del juzgado accionado corrió traslado de ese escrito “contentivo con el recurso de reposición frente al auto de fecha diciembre tres”
.

5.10 En escrito presentado el 12 del mencionado mes el abogado de la señora Consuelo Castaño Castaño renunció al término de traslado de ese supuesto recurso de reposición, a efecto de que se resuelva de manera inmediata sobre la entrega de dinero ordenada. Adujo que la solicitud formulada por el Grupo Energía de Bogotá, que solo hace parte de las maniobras dilatorias realizadas por esa entidad, no constituye un recurso de reposición pues ni siquiera contiene los reparos frente a la decisión correspondiente. De igual manera, si lo único que impedía al despacho hacer la entrega del título era la resolución por parte de esta Sala sobre la falta de jurisdicción alegada, a esto ya se procedió, en providencia en la que se dijo que en su contra no cabía recurso alguno. Agregó que la Fiscalía General de la Nación ni ninguna otra entidad han ordenado la suspensión de la entrega de dineros en este caso
.  

5.11 De las copias de las piezas procesales incorporadas no se evidencia que frente a esa última solicitud se haya hecho pronunciamiento alguno.

6. Surge de lo anterior que en este caso, no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita, concretamente el segundo.

En efecto, para la fecha en que se promovió el amparo, se encuentra pendiente de resolución la solicitud que formuló la actora relacionada con la oposición que formuló a que se diera trámite al supuesto recurso de reposición interpuesto y se entregara el título judicial depositado, esto último en razón a que si la condición para abstenerse de ello era que se debía aguardar a que por esta Sala se decidiera sobre la apelación planteada frente al auto que rechazó la nulidad por falta de jurisdicción, esto ya tuvo lugar y por tal razón se debía proceder a hacer ese desembolso.

En estas condiciones el amparo constitucional solicitado resulta prematuro, pues si dentro del proceso en que encuentra la actora lesionados sus derechos, se presentó similar petición a la que ahora se promueve por esta vía, lo correcto es aguardar a que en esa instancia ordinaria se decida sobre esa cuestión y no acudir simultáneamente a este medio subsidiario.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas en el propio proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello.

Cabe agregar que aunque la citada actuación no ha sido la única que se ha surtido con relación a la entrega de la mencionada suma de dinero, lo cierto es que se trata de debate diferente al propuesto en las anteriores ocasiones.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, el amparo solicitado es improcedente y así se declarará.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por la señora Consuelo Castaño Castaño contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la      que fueron vinculados las sociedades Grupo de Energía de Bogotá SA, Interconexión Eléctrica SA y Transgas de Occidente SA y al señor Juan Carlos Vergara Trujillo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS








   (con ausencia justificada)
� Ver archivo denominado “2018-01050-00 Sent” que obra en el disco compacto visible a folio 102


� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado


� Folios 16 a 21 del disco compacto visible a folio 108


� Folio 22 de ese CD


� Folios 26 a 29 de ese CD


� Folios 32 a 37 del citado CD


� Folios 30 a 36 de este cuaderno


� Folios 37 y 38 de este cuaderno


� Folios 42 a 44 del CD


� Folios 40 a 45 de este cuaderno


� Folio 51 del CD


� Folios 53 a 56 del disco compacto
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